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.",;" 
Al comentar y clasificar la nueva organización de los Dicasterios de la 
Curia según la Consto Ap. Pastor Bonus, con frecuencia se destaca el he-
cho de que mientras la función de las Congregaciones y Tribunales es de 
carácter jurisdiccional o de gobierno, a los Consejos vienen atribuidas 
tareas prevalentemente promocionales o de animación pastoral. Esto es 
verdad. Pero tal vez la insistencia exagerada en los motivos de esta dis-
tinción comportaría un doble riesgo. 
De una parte, esa insistencia significaría quizá olvidar que la 
sollicitudo pastoralis del Sucesor de Pedro no se agota en las tareas de 
estudio y de promoción «pastoral» confiadas a los Consejos según sus 
respectivos ámbitos de competencia (pastoral familiar, pastoral de la 
cultura, etc.), sino que también -y tal vez de modo prioritario- se ejercita a 
través de las funciones y actos jurisdiccionales de potestad vicaria y 
delegada (Decretos generales, instrucciones, indultos, interpretaciones 
auténticas, sentencias, etc.). Además, si bien estos actos son propios de 
las Congregaciones y Tribunales, no pueden considerarse completamente 
excluidos de las funciones confiadas a algunos Consejos, especialmente 
al Consejo para los laicos! o al de la Pastoral de la emigración y turism02 
1. Cfr. Consto Ap. Pastor Bonus, Art. 154, sobre los estatutos de las asociaciones 
internacionales de laicos. 
2 . Cfr. Consto Ap. Pastor Bonus, Art. 150, § 2, sobre la suprema dirección del 
Apostolado del Mar. 
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y de modo especial al Consejo para la Interpretación de las leyes, como 
veremos a continuación. 
Por otra parte, si se considera la mencionada distinción en términos 
exclusivos, perdería claridad y fuerza el principio teológico según el cual 
todos los Dicasterios de la Curia Romana, en cuanto que están al servicio 
permanente del munus petrinum, participan por igual y complemen-
tariamente -cada uno según su propia naturaleza y competencia- del 
ministerio de la unidad -tanto de los Obispos como de todos los fieles»3, 
ministerio que Cristo, Pastor Bonus, ha «confiado singularmente al 
Romano Pontífice»4 y que, independientemente del organismo concreto 
que lo ejercite en cada caso, tiene siempre una dimensión dinámica y 
promocional. 
Me ha parecido necesario comenzar haciendo esta precisión, para 
poder comprender mejor la razón de ser, la naturaleza y la competencia 
del Pontificio Consejo para la Interpretación de los textos legislativos. 
Trataré de exponer estos aspectos brevemente, sin omitir algún breve co-
mentario acerca de la teoría de la interpretación auténtica o sobre el desa-
rrollo histórico de este nuevo Dicasterio de la Curia Romana. 
1. Razón de ser 
Comentando la Pastor Bonus ha escrito Umberto Betti que «las de-
cisiones de los Dicasterios, a través de los cuales se estructura orgánica-
mente la Curia Romana ( ... ), aunque no son actos específicos del Papa, 
reflejan su pensamiento y su voluntad, de modo que constituyen el medio 
ordinario a través del cual se manifiesta su presencia en apoyo del deber 
primario de los Obispos, en las Iglesias particulares a ellos confiadas, de 
promover y defender la unidad de lafe y de la disciplina común a toda la 
Iglesia (Lumen Gentium, n. 25)>>5. Pienso que este deber de comunión y 
esta voluntad de la Cabeza y de los miembros del Colegio Episcopal 
-sobre todo en cuanto pastores de Iglesias particulares- de «promover la 
3. Lumen Gentium n. 23. 
4. Consto Ap. Pastor Bonus, n. 1l. 
5. «La collocazione ecclesiologica della Curia Romana» en <<L'Osservatore Roma-
no», 9 de julio de 1988,. p. 1. 
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disciplina común a toda la Iglesia»6, constituye la última razón eclesio-
lógica de la existencia del Pontificio Consejo para la Interpretación de los 
textos legislativos, de modo similar a como el deber y la voluntad de 
«promover y defender la unidad de la fe» supuso en su momento un fun-
damento sólido para la creación de la Congregación para la Doctrina de la 
Fe, ya desde las reformas de Sixto V, S. Pío X y Pablo VI. 
Quizá esta comparación entre la Congregación y el Consejo pueda 
parecer forzada y en apariencia presuntuosa, ya que ninguno de estos Di-
casterios puede obviamente atribuirse la competencia exclusiva sobre la 
doctrina católica o la disciplina eclesiástica: lo que presupone la respon-
sabilidad de toda la Curia Romana e, incluso, de todo el ministerio pri-
macial del Papa. Pero la comparación parece justificada a partir de los 
profundos motivos eclesiológicos que han inspirado la reciente reforma 
de la Curia Romana y, más en corrcreto, si nos fijamos en el elemento de 
la «comunión jerárquica», como manifestación específica de la «commu-
nio» en el plano jurídico y pastoral. En efecto, el Presidente de la Comi-
sión encargada de preparar el último proyecto de la reforma, ha comenta-
do: «en este marco (de la comunión jerárquica) el ministerio del Sumo 
Pontífice, instituido por Cristo como principio y fundamento perpetuo y 
visible de la unidad y de la comunión de su Iglesia, se manifiesta ordena-
do primariamente al servicio de la unidad jerárquica. Ese ministerio existe 
en la Iglesia con la finalidad de que el episcopado sea unus et indivisus, 
tal como proclamó el Concilio Vaticano 1 (Const. Dogm. Pastor aeternus) 
y ha reafirmado solemnemente el Vaticano II (Lumen Gentium, n. 18)>>7. 
El Papa (y por tanto la Curia Romana) presta un insustituible servicio 
a la unidad de aquellos que a su vez están puestos al servicio de la comu-
nión en las respectivas Iglesias particulares. Y este supremo servicio 
pastoral lo lleva a cabo el Papa tanto mediante la autoridad de su Magiste-
rio, como a través del ejercicio de su primado de jurisdicción. Este ejer-
cicio de jurisdicción -en el ámbito de la potestad legislativa- comprende 
también la interpretación auténtica de las leyes8, la garantía de la legalidad 
6. CIC, can. 392, § 1. Cfr. además de la Lumen Gentium, n. 23; Christus Domi-
nus, n. 16; PABLO VI, Ex. Apost. Quimque iam anni, 8 de diciembre de 1970, 1: AAS 63 
(1961) 100. 
7. Cardo S. BAGGIO, La dimensione pastorale del servizio della Curia Romana, en 
«L'Osservatore Romano», 13 de julio de 1988, p. l. 
8. Cfr. CIC, can. 16, § 1. 
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en el ejercicio de la actividad legislativa en sus varios niveles9 y la tutela 
de la necesaria jerarquía nonnativa, entendida como congruencia de las 
nonnas de los legisladores inferiores a la suprema potestad con las leyes 
universales de la IglesialO• 
Tendremos ocasión más adelante, al tratar de las competencias 
atribuidas al Consejo para la interpretación de los textos legislativos, de 
examinar con detalle estas manifestaciones del primado de jurisdicción del 
Papa, que el Concilio Vaticano 11 y el nuevo Código han recogido de 
fonna clara y explícita. Nos limitamos ahora a señalar la íntima conexión 
entre los motivos eclesiológicos de naturaleza doctrinal que dieron origen 
al «Pontificium Consilium de legum textibus interpretandis»ll y la propia 
finalidad de la existencia de la Curia Romana12. Pero junto a esas razones 
de carácter doctrinal, se han de señalar también dos motivos de naturaleza 
prevalentemente jurídica: 
1) Dada la peculiar naturaleza de la Iglesia y del ordenamiento 
canónico, se ha considerado conveniente que exista un organismo penna-
nente (técnico y pastoral a la vez), capaz de ayudar al Legislador supremo 
en la interpretación auténtica de las leyes, sea ésta meramente declarativa 
o bien de carácter constitutivo (explicativa, restrictiva o extensiva)13. No 
parece necesario detenerse a recordar aquí la teoría general de la interpre-
tatio o aperta significatio legis14 ,en el derecho canónico, cuyas líneas 
esenciales (reglas de interpretación, autor, clases y efectos según el tipo 
9. Cfr. CIC, cann. 135, § 2; 391; 445-446; 455-456; 466. 
10. Cfr. CIC cann. 135, § 2; 445; 455, § 1-456. 
11. Cabe preguntarse el porqué de la expresión de legum textibus interpretandis que 
hubiera podido ser sustituida por la más sencilla e igualmente correcta de legibus inter-
pretandis. Tal vez se pueda encontrar una respuesta en la misma historia del texto refe-
rente al Consejo, modificado varias veces en los esquemas de las diferentes comisiones 
que se han ido sucediendo en la preparación del proyecto de la Pastor Bonus. Efectiva-
mente, en los primeros esquemas el Consejo recibía el nombre de Pontificia Commissio 
legibus apparandis et interpretandis. y más tarde Pontificia Commissio legum textibus 
apparandis et interpretandis. en tanto que la Comisión no prepararía las leyes, sino los 
esquemas o proyectos de las leyes: y esta precisión terminológica se mantuvo una vez 
suprimido el apparandis que hubiera podi4~ llamar a equívoco. 
12. Cfr. Consto Ap. Pastor Bonus. Introducción y Art. 1. 
13. Cfr. CIC, can. 16, § 2. 
14. ROl5ERIUS, Glosa a la palabra interpl'ehltio del Dig., 1,1, tito II De origine iuris. 
lex 1, facturus. 
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de interpretación) se encuentran ya en los glosadores15 y fueron más tarde 
desarrolladas primero por Suárez16 (entre otros) y ya en la actualidad por 
los comentadores del CIC de 1917 o a través de amplios estudios 
monográficos, como los de Emilio Betti y Orlo Giacch¡t7. Pero sí parece 
oportuno recordar que en derecho canónico la interpretación auténtica 
general o per modum legis18 está reservada al legislador o a las personas u 
organismos que hayan recibido de él esta facultad. Como ha señalado el 
Cardo Castillo Lara, esta forma de interpretación ab auctoritate, peculiar 
del derecho canónico, no sólo encuentra apoyo en una tradición milena-
ria, sino que se fundamenta en sólidas razones doctrinales referentes a la 
misma noción de ley canónica y de potestad eclesiástica19• 
Ya en el acto de constitución de la Pontificia Comisión para la Inter-
pretación del Código de derecho canónico de 1917, afirmaba Benedicto 
XV: Ecclesiae bonum ipsiusque 'natura rei postulant ut, quantum fieri 
potest, caveamus ne aut incertis privaturum hominum de germano 
canonum sensu opinionibus et coniecturis, aut crebra novarum legum va-
rietas, tanti operis stabilitas in discrimen aliquando voceturw. En términos 
parecidos se expresaba también Juan Pablo II, al instituir la Comisión 
intérprete del CIC 198321 • 
15. Cfr. por ejemplo MARTINUS, glosa a Codo Just. 1, 1, tito XIV, lex 1 Inter aequi-
tatem, Bibl. nato ms. lat 4523, fol. 15, vQ • 
16. F. SUAREZ, De legibus, Lib. VI, De interpretatione, mutatione, et cessatione 
legis, en Opera omnia, Parisiis 1856, vol. V-VI. 
17. Cfr. E. BETTI, Teoria generale dell'interpretazione, 2 vol., Milán 1955; Inter-
pretazione della legge e degli atti giuridici, Milán 1971; O. GIACCHI, Formazione e 
sviluppo della teoria dell'interpretazione autentica in Diritto Canonico, Milán 1935. 
18. Distinta de la interpretación auténtica particular per modum sententiae iudicialis 
aut actus administrativi (can. 16, § 3), que se refiere y obliga sólo a las personas y los 
casos para los cuales es dictada. 
19. De iuris canonici authentica interpretatione in actuositate Pontificiae Commis-
sionis adimplenda, en Communicationes 20 (1988), 267. 
20. Motu pro Cum iuris canonici, 15 de septiembre de 1917: AAS 9 (1917), 483. 
Sobre los precedentes históricos de esta Comisión, cfr. J. OrADUY, Naturaleza y función 
de la Comisión Pontificia para la Interpretación del CIC, en «Ius CanonicUffi» 24 (1984), 
750; R.J. CASTILLO LARA, De iuris canonici authentica interpretatione in actuositate Pon-
tificiae Commissionis adimplenda, O.C, pp. 269-270. Sobre las interpretaciones auténti-
cas y la Comisión intérprete del CIC 1917, cfr. A. BREMS, De interpretatione authentica 
Codicis I .C. per Ponto Commissionem en «Ius Pontificium» 15 (1935), 161-190; 298-
313; 16 (1936), 70-105; 217-256. 
21. Motu pro Recognito luris Canonici Codice, 2 de febrero de 1984; AAS 76 
(1984) 433-434; « ... aliquando quaestio oriri potest de Legislatoris voluntate et mente, 
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2) Junto a la necesidad de facilitar la obediencia a la ley, asegurando 
-sin prejuicio de la jurisprudencia o de la ciencia canónica- una interpre-
tación recta y efectuada con autoridad, ya desde el comienzo de los traba-
jos de la nueva Codificación se hacía patente otra necesidad. Me refiero a 
la existencia de unas garantías que, respetando la posible diversidad de 
los derechos particulares (confinnada por el Concilio Vaticano TI al añadir 
las Conferencias Episcopales a los demás entes con potestad legislativa 
infra auctoritatem supremam), salvaguardaran la necesaria unidad funda-
mental y la congruencia interna en el conjunto de la legislación eclesiás-
tica. Esta necesidad venía ya señalada en el n. 5 de los Principia quae 
Codicis Iuris Canonici recognitionem dirigant aprobados por el sínodo de 
Obispos en octubre de 196722, y estuvo también presente en el proceso de 
elaboración del esquema del nuevo Código23• Como consecuencia, el 
Código de 1983, para garantizar la certeza jurídica y el principio de jerar-
quía nonnativa, válido en toda sociedad jurídicamente ordenada, estable-
ció netamente en el canon 135 § 2: A legislatore inferiore lex iuri superiori 
contraria valide ferri nequit. 
Pero ¿a qué autoridad, y con qué procedimiento, correspondía emitir 
estos juicios de congruencia -o de falta de congruencia- entre los actos del 
legislador inferior y las leyes emanadas por la autoridad suprema? Es una 
pregunta que algunos nos hacíamos24 en razón de la ausencia de una 
regulación sustancial en el Código, mientras que con el abandono del 
proyecto de la Lex Ecclesiae Fundamentalis había quedado simultánea-
mente descartada la siguiente nonna, que figuraba como can. 85, § 1 del 
último proyecto: Uni Romano Pontifici competit, per se vel per peculiare 
institutum ah ipso conditum, nullam declarare aliam legem sicut et quod-
vis decretum vel praeceptum quae huius Legis fundamentalis praescriptis 
sit contraria, et quidem sive ad petitionem eorum qui se gravatos existi-
sicque interpretatio requiritur, quae legum germanam rationem demostret ad quaslibet dubi-
tationes vel ambiguitates dissipandas». 
22. Cfr. Communicationes 1 (1969) 8I. 
23. Cfr. por ejemplo las respuestas de la secretaría de la Comisión a las observa-
ciones hechas a los cánones 6 y 34 del esquema sometido a la Plenaria de octubre de 
1981: Communicationes 14 (1982) 129-ql Y 136. 
24. Cfr. J. HERRANZ, La triplice articolazione della postesta di goberno nella 
Chiesa, relación al XIll/ncontro del Gruppo Italiano Docenti di Diritto Canonico, La 
Mendola 1986, p. 17; J.L. GurIERREZ Estudio .. ,sobre la organización jerárquica de la 
Iglesia, Pamplona 1987, p. 200. 
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ment sive ex officio25• La Const. Apost. Pastor Bonus, con la institución 
del Pontificio Consejo para la Interpretación de los Textos Legislativos, 
ha resuelto con carácter general dicha cuestión, rellenando así una laguna 
jurídica que dejaba como mero enunciado de principio la necesaria tutela 
de la jerarquía normativa en la Iglesia. Y, como veremos, 10 ha hecho 
justamente a través de una interpretación de las leyes hecha con autoridad. 
2. Naturaleza y competencias 
Los cinco artículos (154-158) que la Const. Apost. Pastor Bonus 
dedica a la competencia específica del Consejo, trazan las líneas maestras 
de las siguientes funciones que le han sido confiadas: 
1) Interpretación autoritativa y vinculante de las leyes, realizada con 
potestad ordinaria, vicaria, en nombre del legislador. Esta potestad viene 
enunciada con carácter general en el Art. 154 (<<La función del Consejo 
consiste sobre todo en la interpretación de las leyes de la Iglesia»), y pre-
cisada en el Artículo siguiente en lo que se refiere a las leyes emanadas 
por la suprema autoridad: Consilio competit Ecclesiae legum universalium 
interpretationem authenticam pontificia auctoritate firmatam proferre, 
auditis in rebus maiorismomenti Dicasteriis, ad quae res ratione materiae 
pertinet»26 . 
Un análisis exegético de este texto permite señalar los siguientes 
aspectos: 
a) este arto 155 de la Const. Ap. Pastor Bonus reproduce quoad 
substantiam el n. 1 del Motu Proprio Recognito Iuris Canonici Codice27, 
25. Cfr. Communicationes 13 (1981), 8l. 
26. En el acto pontificio que constituyó la Pontificia Comisión Intérprete del CIC 
de 1917 no venía exigida -aunque en la práctica sucediese así- la confirmación por parte 
del Papa. En cambio, esta confirmación estaba establecida explícitamente en el Motu 
proprio por el que se constituía la Comisión Intérprete del CIC de 1983. Pero eso no 
significa que dichas Comisiones no tuviesen, en ambos casos, una verdadera potestad in-
terpretativa recibida del Legislador. 
27. Huic soli Commissioni ius erit canonum Codicis iuris canonici aliarumque Ec-
clesiae Latinae legum universalium interpretationem authenticam proferendi Nostra Auc-
toritate firmandam, auditis tamen in rebus maioris momenti Dicasteriis ad quae res ra-
tione materiae pertinet. 
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que recogía esa función como la única competencia de la Comisión Intér-
prete del CIC de 1983; 
b) en la expresión Ecclesiae legum universalium están comprendidos: 
el Código de Derecho Canónic028 , las leyes peculiares o especiales 
-actuales o futuras- de carácter universal, esto es, que vigen para toda la 
Iglesia, aunque regulen solamente una materia determinada (como, por 
ejemplo, las Constituciones Apostólicas sobre la elección del Romano 
Pontífice, las causas de los Santos, o la misma Pastor Bonus); finalmente 
las leyes disciplinares universales -también las de carácter litúrgico- que 
ni se contienen en ei eIC de 1983 ni ex integro ordinantur por él (can. 6, 
§ 1,4); 
c) la confmnación por el Papa -<<pontificia auctoritatefirmata» de una 
interpretación auténtica, puede realizarse de varias maneras: información 
y mandato de promulgación29 -como suele hacerse hoy día-, o mediante 
aprobación formal y específica en el caso de que la naturaleza de la inter-
pretación -extensiva o restrictiva- le confiera un carácter de nueva ley30; 
d) en cuanto a las clases de interpretación auténtica, parece claro que, 
puesto que el Legislador no ha incluido ninguna cláusula limitativa en este 
sentido, el Consejo tiene competencia para realizar los cuatro tipos de in-
28. Aunque falté la precisión Ecclesiae Latinae legum ... parece que, al igual que an-
tes, la interpretación de las no=~" del futuro derecho común a los varios ritos orientales 
(CICO) corresponderá exclusivamente a la Congregación para las Iglesias Orientales, en 
su caso a través de la creación de un oficio o comisión especial. En efecto, la competen-
cia de esta Congregación «se extiende a todos los asuntos propios de las Iglesias Orien-
tales y que deben remitirse a la Sede Apostólica, tanto los concernientes al ejercicio de 
las funciones de enseñar, de santificar y de gobernar, como los que se refieren a las per-
sonas, su estado y sus derechos y deberes»: Const. Ap. Pastor Bonus (Art. 58, § 1). Este 
criterio -que se ha tenido en cuenta en el estudio y preparación del CICO- evitaría la im-
presión de una tendencia latinizante del derecho de las Iglesias orientales por parte de la 
Santa Sede, impresión cuidadosamente evitada en el pasado, también en razón del mo-
vimiento ecuménico. 
29. En los responsa de la Pontificia Comisión para la Interpretación auténtica del 
CIC de 1983, la confirmación por parte del Papa se manifestaba ordinariamente con la 
fórmula Summus Pontifex in Audientia ( ... ) de supradicta decisione certior factus, eam 
publicare iussit. 
30. «La Comisión Intérprete del CIC 83 -y ahora el Pontificio Consejo- no es fa-
vorable a dar una interpretación extensiva propiamente dicha, es decir, las que en la prác-
tica inducen una nueva ley. Por eso, si se presenta la necesidad de una interpretación de 
este tipo se pide al Romano Pontífice una aprobación específica (R.J. CASTILLO LARA, De 
iuris canonici authentica inrterpretatione in actuositate Pontificiae Commissionis adim-
plenda, o.c., p. 281). 
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terpretación auténtica per modum legis que tradicionalmente enumera la 
doctrina, y que se contienen también en el can. 16, § 2 del CIC de 1983; 
e) esta potestas interpretandi del Consejo no supone en cambio la 
potestas supplendi legem, por lo que será el Legislador quien deba 
proveer a solucionar los casos de eventuales lacunae iuris a través de 
normas de carácter general, o bien la autoridad judicial o administrativa 
recurriendo en cada caso a los medios previstos en el can. 17; 
f) contrariamente a las decisiones a que se refiere el Art. 158 de la 
Consto Ap. Pastor Bonus, que no siempre han de publicarse necesaria-
mente, se requiere ordinariamente la promulgación de las interpretaciones 
auténticas per modum legis, no sólo en cuanto que la promulgación es un 
requisito esencial de las leyes (cfr. can. 7), sino porque el Código dis-
pone también que sean promulgadas incluso las interpretaciones mera-
mente declarativas (cfr. can. 16, § 2)31. 
2) Ayuda técnico-jurídica a los restantes Dicasterios de la Curia 
Romana. 
Esta ayuda puede prestarse de dos diversos modos: a) colaboración 
con todos los demás Dicasterios, y de modo especial con las Congrega-
ciones, «con el fin de que los decretos generales ejecutivos y las instruc-
ciones emanadas por ellos se adecúen a las normas del derecho vigente y 
estén redactadas en la forma jurídica requerida» (Art. 156); b) colabora-
ción con las Congregaciones de Obispos y para la Evangelización de los 
Pueblos para el estudio «desde el punto de vista jurídico» de los 
«decretos generales de las Conferencias Episcopales» (Art. 157). 
a) Acerca de la primera modalidad de esta ayuda, conviene advertir 
que en la práctica no constituye propiamente una novedad. Ya en marzo 
de 1968, una circular de la Secretaría de Estad032 regulaba una col abo-
31. El CIC de 1917, en el canon 17, § 2, requería la promulgación únicamente de 
las respuestas de carácter constitutivo (extensivas, restrictivas y explicativas), en cuanto 
que suponían una normativa nueva. La relativa Comisión intérprete publicó 219 (la últi-
ma en 1952). Respecto al porqué no han sido promulgadas todas las respuestas auténticas 
de la Comisión interprete del CIC de 1917 y del CIC de 1983, cfr. R.J. CASTiLLO LARA, 
De iuris canonici authentica interpretatione in actuositate Pontiftciae Commissionis 
adimplenda. o.c., p. 286. 
32. Carta Prot. N. 115.121, de 25 de marzo de 1968. En ella se indicaba a todos los 
Dicasterios de la Curia la conveniencia de hacer «una petición formal del parecer técnico 
(de la Comisión para la revisión del CIC), cuando el Dicasterio hubiera recibido el encar-
go de preparar la elaboración de algún documento general de carácter jurídico cuyo conte-
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ración de este tipo entre la Pontificia Comisión para la Revisión del 
Código de 1917 y los demás Dicasterios de la Curia; este tipo de colabo-
ración ha ido de hecho consolidándose por lo que refiere a la Comisión 
Intérprete, de forma regular, tras la promulgación del nuevo Código. Por 
esta razón, ya en el primer esquema de la reforma de la Consto Ap. 
Regimini Ecclesiae Universae se introdujo, en la segunda parte del n. 27 
del proyecto, una norma que, aunque redactada en términos más perento-
rios, resulta muy similar a la actual: Eiusdem Commissionis imprimis est 
provedere ne legum universalium ordinariarum edendarum praescripta 
canonis Legis Ecclesiae Fundamentalis sint contraria atque curare ut 
earundem legum textus rectaforma iuridica concipiatur; item ut quae Di-
casteria Romanae Curiae edere intendunt exsecutoria decreta generalia 
atque instructiones ad legum praescriptis maiorem lucem afferendam, 
legum praescriptis sint congruae et debitaforma componantur33• 
Suspendida la promulgación del proyecto de la Lex Ecclesiae Fun-
damentalis, desapareció también la necesidad de asegurar la congruencia 
entre las leyes universales de la Iglesia y aquella ley supremi ordinis a la 
que se atribuiría un carácter fundamental o constitucional. Pero cabe pre-
guntarse el motivo por el que no se recoge en la Pastor Bonus la referen-
cia a la colaboración del Consejo, en la fase de preparación de las leyes 
universales, para que estas se redacten con la debida corrección técnica 
(textus rectaforma iuridica concipiatur). Pienso que la respuesta se puede 
encontrar indirectamente en el Artículo 18 de la misma Constitución, 
donde se establece que «los Dicasterios no pueden emanar leyes o decre-
tos generales en forma de ley, ni derogar prescripciones de derecho uni-
versal vigente». Así, ningún Dicasterio -ni siquiera las Congregaciones, 
cuya potestad es sólo administrativa o ejecutiva- tiene competencias de 
carácter legislativo34• Por ello no hubiese sido coherente establecer que el 
nido supusiese una modificación o una integración de la legislación vigente en la Iglesia 
latina». 
33. Proyecto de la Comisión presidida por el Cardo Antonelli (1978), sometido más 
tarde al examen del Colegio Cardenalicio en los dos Consistorios de 1979 y 1982. 
34. Este criterio general cierra en cierto modo la larga discusión entre los canonis-
tas acerca de la existencia de potestad legislativa en las Congregaciones de la Curia Ro-
mana. Cabe sin embargo la posibilidad de que un Dicasterio, por mandato y «con la ex-
presa aprobación del Romano Pontífice» (Const. Ap. Pastor Bonus, Art. 18) pueda emitir 
un Decreto general con carácter legislativo, a norma del canon 30. Pero en este caso no 
se tratará de un acto de potestad legislativa propia, sino delegada. 
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Consejo ha de ayudar a los demás Dicasterios en tareas que no son 
propias de éstos. 
Es cierto que el Romano Pontífice, a diferencia de los legisladores in-
ira auctoritatem supremam, puede delegar su potestad legislativa. Pero 
ordinariamente no lo hace, como ya ha sido dicho oportunamente: «el 
Papa puede confiar a algún Dicasterio o grupo de personas la preparación 
de textos legislativos, pero quien les dará luego fuerza de ley ha de ser 
sólo, y personalmente, el Papa»35. Será por tanto el mismo Romano 
Pontífice quien ha de juzgar, en cada caso, la conveniencia u oportunidad 
de pedir la colaboración del Pontificio Consejo para la Interpretación de 
los Textos Legislativos sea en orden a la preparación de los textos legis-
lativos de la Santa Sede (leyes o decretos generales), o bien solicitando su 
parecer sobre eventuales proyectos o esquemas con el fin ct~ asegurar ul-
teriormente su corrección jurídica (conformidad con las normas de dere-
cho vigente que el Legislador no pretenda derogar, control de precisión 
terminológica o de redacción, etc.)36. 
b) La segunda modalidad de ayuda técnico-jurídica que el Consejo 
presta a otros Dicasterios de la Curia (en este caso, concretamente, a las 
Congregaciones de Obispos y para la Evangelización de los Pueblos) 
hace referencia a la recognitio de los proyectos de decretos generales, 
tanto de carácter legislativo como ejecutiv037 preparados por los 
«organismos episcopales», es decir, las Conferencias Episcopales38 y los 
Concilios particulares39. 
En las dos Congregaciones mencionadas es práctica habitual enviar 
dichos proyectos a las demás Congregaciones competentes ratione mate-
35. R.J. CASTILLO LARA, La Costituzione Apostolica Pastor Bonus in Prospettiva 
giuridica, en «L'Osservatore Romano», 16 de julio de 1988, p. l. 
36. En efecto, en el esquema de la Comisión presidida por el Cardo Sabattani (Sche-
ma Legis Peculiaris De Curia Romana, Typis Polyglottis Vaticanis, 1985), se decía en el 
Art. 114 sobre la primera norma acerca del Pontificium Consilium de Legibus lnterpre-
tandis: Consilii munus in legibus interpretandis atque in novis legum textibus exarandis 
praesertim consistit. 
37. Tal recognitio, en efecto, está también prevista para los Decretos generales 
ejecutivos: cfr. Pontificia Comisión para la Interpretación Auténtica del Código de Dere-
cho Canónico, responsum del 15 de julio de 1985: AAS 77 (1985) 771; Communicatio-
nis 17 (1985) 262. 
38. Cfr. CIC, can. 455, § 2. 
39. Cfr. CIC, can. 446. Para todo lo referente a las Iglesias Orientales y su peculiar 
disciplina, tanto común como particular, cfr. nota 28. 
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riae, solicitando las oportunas observaciones. Después de la entrada en 
vigor de la Pastor Bonus, envían también los proyectos de decretos gene-
rales al Consejo para la Interpretación de los Textos Legislativos, pidien-
do su parecer técnico. El Consejo examina dichos textos bajo la doble 
perspectiva de congruencia con las leyes universales (como garantía de la 
communio in regimine) y de corrección terminológica y conceptual. 
Quizá convenga añadir, en previsión de posibles equívocos, que la 
actuación institucional del Consejo en el proceso de revisión de los decre-
tos de las Conferencias Episcopales tiene exclusivamente un carácter de 
servicio, que no disminuye la legítima autonomía y la potestad legislativa 
ad norma iuris4° de dichos organismos, al margen de cualquier conside-
ración doctrinal sobre el origen y naturaleza -propia o delegada- de esa 
potestad41 • El Consejo se limita a colaborar en la revisión de dichos de-
cretos, para que puedan cumplir del mejor modo posible su finalidad de 
completar la ley universal y adaptarla a las específicas necesidades pas-
torales de las respectivas iglesias particulares. 
Entre las Conferencias Episcopales -institutos permanentes (can. 
447) dotados ipso iure de personalidad jurídica (can. 449, § 2)- Y los 
40. Efectivamente, toda potestad legislativa en la Iglesia exercenda est more iure 
praescripto (can. 135, § 2), Y para 10 referente a las Conferencias Episcopales la ley 
universal ha establecido una serie de nonnas, tanto sobre las materias que pueden o deben 
ser objeto de tal legislación particular, como sobre las condiciones ad validitatem (can. 
455, §§ 1-2). 
41. Como es sabido, ésta es una cuestión bastante discutida. Para algunos canonis-
tas las Conferencias Episcopales, al emanar tales decretos generales, actúan en fonna 
colectiva (cfr. can. 119) una potestad ordinaria (cfr. can. 131, § 1), aunque únicamente 
en las materias para las cuales son competentes a nonna del can. 455, § 1 (cfr. cfr. J.1. 
ARRIETA, en AA.VV., Código de Derecho Canónico. Edición anotada. Pamplona, 1983, 
p. 324; C. DE DIEGO LORA, Las competencias normativas de las Conferencias Episcopa-
le,s, en «Ius Canonicum» 24 (1984) 529-570, especialmente 532-543). Otros autores, ya 
sea basándose en el dictado conciliar (Decr. Christus Dominus n. 38) que constituye el 
fundamento del can. 445, § 1, o bien en el paralelismo que existe entre este canon y el 
can. 30 (sobre los decretos generales emanados por quien potestate executiva tantum 
gaudet), concluyen que las Conferencias Episcopales no tienen una potestad legislativa 
propia, sino solamente delegada por la Suprema Potestad (cfr. por ejemplo F.J. URRUTIA, 
Responsa Pontificiae Comissionis Codici luris Canonici Authentice interpretando, 1, en 
«Periodica» 74 (1985) 606-616). Finalmente, un tercer grupo sugiere que las Conferen-
cias Episcopales -asimiladas a los Concilios Particulares- tienen potestad legislativa 
propia, basándola en la colegialidad yen la communio (cfr. D.B. MURRAY, The Legisla-
tive Authority of the Episcopal Conference en Studia Canonica 20 (1986) 33-47). Sobre 
toda esta problemática,como también sobre la eventual existencia de la potestad de ma-
gisterio de dichas Conferencias, cfr. AA.VV., Naturaleza y futuro de las Conferenias 
Episcopales, Salamanca 1988, especialmente pp. 99-135; 148-190; 290-334. 
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Concilios particulares -que no tienen estas características (cfr. cann. 439, 
§ 1 Y 442, § 1, 1 º)-, existen notables diferencias que afectan también a su 
origen histórico, y a su composición y finalidad. Pero por lo que se refie-
re al ejercicio de su potestad legislativa, tanto los actos de las Conferen-
cias como los de los Concilios están sujetos a una condición de validez: 
esos decretos no pueden ser promulgados legítimamente, sino después de 
haber sido reconocidos o revisados (<<recognita»: cfr. cann. 446 y 455, § 
2) por la Santa Sede. 
En cuanto al significado jurídico de esta recognitio, constituye un 
acto necesario de la suprema autoridad con el que se autoriza la promul-
gación, por una autoridad inferior, de una ley o decreto legislativo. Tal 
como se señaló durante los trabajos de preparación del nuevo ClC, dicha 
recognitio non est tantumformalitas quaedam, sed actus pNestatis regi-
minis, absolute necessarius (eo deficiente actus inferioris nullius valoris 
est) et qua imponi possunt modificationes, etiam substantiales in lege vel 
decreto ad recognitionem praesentato42• Cabe señalar que, sin embargo, 
por esta recognitio no se modifica la naturaleza jurídica ni el autor del de-
creto, que restará siempre un acto de la autoridad inferior -Conferencia 
Episcopal o Concilio particular- que 10 ha emanado y 10 promulga. 
3) Juicio de congrue.ncia legislativa en defensa del principio a legisla-
tore inferiore lex iuri superiori contraria valideferre nequit (can. 135, § 
2). Esta función del Consejo, no se hallaba presente en el texto de la 
Comisión presidida por el Cardo Antonelli43, en los trabajos para la re-
forma de la Curia Romana. Vendrá introducida más tarde, en el esquema 
de 198544, y se recogerá definitivamente en el Art. 158 de la Pastor 
Bonus, en los siguiente términos: lis quorum interest postulantibus, de-
cernit utrum leges particulares et generalia decreta, a legislatoribus infra 
42. Pontificia Comissio Codici Iuris Canonici Recognoscendo, ReZatio compZectens 
synthesim animadversionum ... Typis Polyglottis Vaticanis, 1981, p. 192; Communica-
tiones 15 (1983) 173. 
43. Debe pensarse que no se trató de un descuido. Probablemente Mons. Willy On-
clin, Relator de aquella Comisión y Relator también del especial Grupo de estudio De 
Lege Ecclesiae Fundamentali dentro de la Comisión para la Revisión del CIC de 1917, 
manifestó que a dicha función se había provisto ya en el esquema de la LEF (cfr. can. 83 
del proyecto revisado en la X· sesión de estudio, 23-27 de febrero de 1976: Communica-
tiones 9 (1977) 295-296). 
44. Cfr. nota 36. 
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supremam auctoritatem lata, universalibus Ecclesiae legibus consentanea 
sint necne. 
Con la atribución de esta función al Consejo para la Interpretación de 
los Textos Legislativos, por primera vez en la historia de la Iglesia se 
confía establemente a un organismo de la Santa Sede una competencia 
similar a la que tienen los Tribunales Constitucionales en los ordenamien-
tos estatales. He subrayado de intento la palabra similar porque aunque en 
la práctica sea idéntica la finalidad -salvaguardar el principio de jerarquía 
normativa- existen claras diferencias respecto a la naturaleza del instru-
mento jurídico y a la amplitud de las competencias atribuidas. En primer 
lugar porque el Consejo no es un tribunal; y en segundo lugar porque su 
competencia, a falta de una ley constitucional o fundamental, no viene 
delimitada -como sucede en los estados- por la naturaleza de las leyes 
(leyes ordinarias), sino por la fuente de derecho de la que éstas emanan 
(el legislador infra supremam auctoritatem). Las razones de estas dife-
rencias, que hacen del Consejo un organismo atípico -como es atípica la 
sociedad eclesiástica respecto de las sociedades meramente humanas-, 
han sido las siguientes: 
Como es sabido45 , en las primeras fases de elaboración del proyecto 
de la Lex Ecclesiae Fundamentalis, una vez realizada la consulta al Epis-
copado, se había preparado el siguiente texto: A supremo Ecclesiae tribu-
nali nulla declarari potest quaevis alia lex sicut et quodvis decretum vel 
praeceptum, quae huius Legis Fundamentalis praescriptis sint contraria, 
et quidem sive ad petitionem eorum qui se gravatos existiment sive ex of-
ficio. Se trataba, pues, de una transposición al ordenamiento de la Iglesia 
de una técnica jurídica propia de los ordenamientos estatales, basada en 
las sentencias de inconstitucionalidad. El hecho no dejó de suscitar per-
plejidad, incluso entre los canonistas46• 
Efectivamente, en el estado de derecho (democrático), la autoridad y 
la actuación de gobierno del Jefe del Estado están subordinadas a la 
Constitución. Las sentencias de los relativos Tribunales Constitucionales 
obligan, por tanto, también al supremo órgano de gobierno de la Nación. 
45. Cfr. Schema Legis Ecclesiae Fundamentalis de octubre de 1973 (can. 85) y 
Schema Legis Ecclesiae Fundamentalis de febrero de 1976: cfr. Communicationes 9 
(1977) 295-297. 
46. Cfr. por ejemplo De Lege Ecclesiae Fundamentali condenda. Actas del Conven-
tus canonistarum hispano-germanus. Salamanca 1974. pp. 57-87, 157-158. 
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Por tanto una aplicaCión estricta de estos principios, supondría que inclu-
so la personal potestad legislativa del Papa estaría sometida al supremum 
Ecclesiae tribunal, 10 que sería contrario al principio teológico-canónico 
Prima Sedis a nemine iudicatuy47. Por otra parte, respecto de las leyes 
emanadas por los Sínodos de las Iglesias orientales, se manifestó ya en 
sede de Comisión especial de la LEF que un tribunal de estas característi-
cas, situado en cierto modo por encima del Papa, difícilmente sería acep-
tado por estas Iglesias: orientales enim unam admittent auctoritatem Ro-
mani Pontificis ad iudicandum de suis legibus4s. Estos son, pues, los 
principales motivos que llevaron a modificar el comienzo de la citada 
norma, que aparece así en las siguientes redacciones de la LEF: Uni Ro-
mano Pontifici competit, per se vel per peculiare institutum ab ipso condi-
tum, nullam declarare aliam legem sicut et ... 49• 
Una vez abandonado el proyecto de la Ley Fundamental, la necesaria 
tutela del principio de jerarquía normativa vuelve a plantearse en sede de 
Comisión para la reforma de la Curia Romana. Se introduce asi, en el 
esquema de 1985, el siguiente texto que permanecerá sustancialmente in-
variado: lis quorum interest postulantibus, decernit utrum leges particula-
res et generalia decreta, a legislatoribus infra supremam auctoritatem lata, 
cum universalibus. ecclesiae legibus conformia sint50• En dicha Comisión 
se plantea el problema de si tal peculiare institutum debiera ser un tribunal 
(concretamente la Signatura Apostólica a través de una eventual «cuarta 
sección»), en cuanto que habrían de tratarse controversias sobre 
concretos actos legislativos acusados de ilegitimidad, o el entonces 
Pontificio Censejo de Legibus Interpretandis, pues en el fondo se debería 
examinar la conformidad de una ley particular con la ley universal, fun-
ción esencialmente interpretativa. Prevaleció esta segunda opción51 que, 
conservándose en el sucesivo esquema de la Comisión cardenalicia pre-
sidida por el Cardo Baggio, sería sancionada definitivamente por el Legis-
lador, en la Constitución apostólica Pastor Bonus. 
47 . Sancionado evidentemente en el CIC de 1917 (can. 1556) y en el de 1983 (can. 
1404). Cfr. también can. 333, § 3 y, para lo referente a los acta vel instrumenta a Ro-
mano Pontiftce in forma speciftca confirmata, el can. 1405; § 2. 
48. Communicationes, 9 (1977) 296. 
49. Cfr. Esquemas de la Lex Ecclesiae Fundamentalis de junio de 1976, enero de 
1980 (Communicationes, 13 (1981) 81) Y abril de 1980. 
50. cfr. Schema Legis Peculiaris De Curia Romana, cit., Art. 118, p. 58. 
51. Cfr. ibidem, p. 7. 
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Como puede intuirse fácilmente, esta solución representa la atribu-
ción al Consejo para la Interpretación de los Textos Legislativos de una 
tarea de gran responsabilidad, desde un punto de vista tanto científico 
como pastoral. Piénsese que una eventual decisión o respuesta negativa 
sobre la conformidad de un acto legislativo con la ley universal, tiene 
graves consecuencias prácticas de gobierno, como serían la declaración 
pública de nulidad de la ley -mediante un acto substancialmente análogo a 
la interpretación auténtica «per modum legis»; cfr. can. 16, § 2-, u otras 
acciones directas -discretas pero dotadas de autoridad- ante el legislador 
inferior para que éste revoque o modifique la ley. Nosotros estamos ob-
viamente dispuestos a procurar que el hecho de no seguirse una vía ju-
dicial no disminuya las necesarias garantías de prudencia y ecuanimidad, 
a través de un detallado procedimiento. Garantías de prudencia en la ad-
misión de las dudas o recursos que vengan presentados al Consejo; de 
ecuanimidad y profundidad a la hora de estudiar el proceso que ha de 
seguirse en cada cas052• 
Ha sido dicho -aunque la comparación sea siempre analógica- que la 
relación entre el derecho particular y el universal es paralela a la que existe 
entre las Iglesias particulares y la Iglesia universal, y así, puede en cierto 
sentido repetirse de aquella relación cuanto se afirma de ésta53• Justamente 
por este motivo debe precisarse que la actuación del Consejo no podrá 
constituir nunca un freno al desarrollo del derecho particular, cuya 
congruencia con el derecho universal debe tutelar. Ha de ser más bien -y 
así 10 esperamos- un factor de armonía y complementariedad. 
3. Método de trabajo 
El Pontificio Consejo tiene un Reglamento propio ad experimentum 
que integra, tal como prevé la Consto Ap. Pastor Bonus54, el Regla 
52. En realidad, el estudio realizado en sede judicial, comporta también sustancial-
mente una interpretación de la ley, y las sentencias no son sino interpretaciones auténti-
cas de carácter particular. 
53. Cfr. P.A. BONNET, La Codijicazione canonica nel sistema del/e fonti tra conti-
nuita e discontinuita en AA.VV. Perché un Codice nel/a Chiesa, Bolonia, 1984, p. 105. 
54. Cfr. Arts. 15 y 38. 
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mento General de la Curia Romana, a cuyas nonnas se remite con 
frecuencia en lo referente a nombramientos, atribuciones y cese del per-
sonal, funcionamiento de la Plenaria, de la Consulta y del Congreso, etc. 
Cuando este Reglamento -todavía provisorio y en fase de estudio- reciba 
su aprobación definitiva y sea publicado, será posible hacer un comenta-
rio detallado, que ponga de relieve sus peculiaridades propias. No obs-
tante, parece oportuno hacer ya ahora algunas breves observaciones y 
aportar cierta información que pueda ser de utilidad. 
En estos momentos el Consejo está formado por 16 Cardenaless5, 
entre los cuales -en atención a la naturaleza de las funciones del Consejo-
se cuentan los Prefectos y Presidentes de los Dicasterios de la Curia con 
competencia predominantemente disciplinar. Así son miembros del Con-
sejo, además del Secretario de Estado, los Prefectos de las Congregacio-
nes para el Clero, para los Institutos de vida consagrada y las Sociedades 
de vida apostólica, para la evangelización de los Pueblos, para el Culto 
Divino y la Disciplina de los Sacramentos, para la Educación católica, así 
como el Prefecto del Supremo Tribunal de la Signatura Apostólica y el 
Presidente del Pontificio Consejo para los Laicos. Tal vez convenga ad-
vertir que con la presencia en la Plenaria de los jefes de estos Dicasterios 
no se considera -obviamente- cumplida la cláusula establecida en el ya ci-
tado Art. 155 de la Pastor Bonus: auditis in rebus maioris momenti 
Dicasteriis, ad quae res ratione materiae pertinet. Esa consultación, que 
normalmente se lleva a cabo en la fase de preparación de las Consultas, se 
refiere al Dicasterio en cuanto tal, y no a la persona de su Prefecto o 
Presidente. 
Los Dubia -en sentido estrictoS6_, referentes tanto a la interpretación 
de las leyes universales como a la congruencia con ellas de las disposi-
ciones legislativas del legislador infra supremam auctoritatem, vienen 
sometidos en primer lugar al estudio de dos o más Consultores, y sucesi-
vamente a la discusión colegial en sede de Consulta. Ordinariamente 
toman parte en estas reuniones un mínimo de seis Consultores, particu-
55. Es previsible que en el futuro se cuenten también entre los miembros del Conse-
jo algunos Obispos diocesanos particularmente expertos en Derecho Canónico: cfr. 
Consto Ap. Pastor Bonus, Proemio, n. 9 y Arts. 3 y 7. 
56. Es decir, aquellos que no son sólo subjetivos, debidos a un insuficiente cono-
cimiento de la ley. 
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lannente expertos en la materia de que se trate57• Por esta razón el cuerpo 
consultivo del Consejo es numeroso y altamente cualificado y repre-
sentativo. Forman parte del mismo 61 Consultores, de 23 nacionalidades: 
9 Obispos, 22 sacerdotes seculares y 22 sacerdotes religiosos (casi todos 
profesores en facultades e institutos de Derecho Canónico y jueces de tri-
bunales pontificios y diocesanos), 4 religiosas y 4 profesores laicos, en-
tre los cuales una mujer. A ellos corresponde, además de la redacción de 
los votos y la discusión de las cuestiones en la Consulta, la elaboración 
definitiva de los quaesita y de los responsa que vendrán sometidos suce-
sivamente a la deliberación y decisión de los Miembros del Consejo. 
Finalmente, me parece oportuno hacer una última precisión para 
evitar el peligro -aunque sea remoto- de que pueda considerarse al Con-
sejo como una especie de «super-Dicasterio». Tanto la Presidencia y la 
Secretaría, al dirigir Y ordenar el trabajo, como la Consulta y la Plenaria, 
al estudiar y deliberar acerca de las cuestiones propuestas, tienen siempre 
gran cuidado en no olvidar que la interpretación de las leyes es una 
función distinta de su correcta aplicación. Esta corresponde, en cada 
caso, al Dicasterio competente ratione materiae. La actuación del Consejo 
permanece siempre en el campo bien delimitado de sus propias funciones, 
atento a no caer en el abuso que denunció, además del sentido común, 
una conocida Regula [uris: Culpa est inmiscere se rei ad se non 
pertinenti58• 
57. Entre ellos se cuentan, lógicamente, quienes realizaron personalmente el estudio 
previo, salvo circunstancias excepcionales. 
58. POMPo 1. 36 d. de R.J. 59, 17. 
